


 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

PRIMERO.- Posición de las partes.  

 

 El recurso de la representación de la Xunta de Galicia, 
esgrime, en resumen, los motivos impugnatorios siguientes:  

 
I.Nulidad procesal por falta de competencia funcional e 

infracción de las normas de reparto. La resolución impugnada 
incurre en vicio de nulidad al ser dictada por un órgano 
jurisdiccional carente de competencia funcional interna, 
quebrantando las normas de reparto aprobadas por el CGPJ y los 
acuerdos de la Presidencia de la Sala. Tras asumir la Sección 
2ª la competencia sobre este tipo de pleitos ambientales y 
confirmar la Presidencia dicho criterio de especialización, la 
Sección 3ª dictó un Auto con pleno conocimiento de esta 
alteración competencial. Ello vulnera flagrantemente el 
derecho al juez ordinario predeterminado por la Ley (art. 24.2 
de la CE), la tutela judicial efectiva por indefensión (art. 
24.1 de la CE) y el principio de seguridad jurídica (art. 9.3 
del mismo Texto). Por tanto, procede anula la resolución 
recurrida y remitir las actuaciones a la Sección 2ª para su 
debida tramitación.  
 

II.Pérdida sobrevenida de objeto del incidente cautelar e 
improcedencia de la suspensión. Existía una inequívoca 
situación de pérdida sobrevenida de objeto en el incidente, 
toda vez que las obras autorizadas por la resolución impugnada 
se hallaban íntegramente ejecutadas y finalizadas con 
anterioridad a la petición cautelar. La tutela cautelar posee 
una función preventiva destinada a paralizar actuaciones 
futuras o en curso, no una naturaleza reparadora encargada de 
revertir hechos consumados o anular directamente actos. 
Asimismo, la Sala confunde indebidamente autorización de 
explotación o puesta en marcha, la cual constituye un acto 
administrativo posterior, independiente, firme y no impugnado 
en esta pieza. Impedir el funcionamiento de la línea mediante 
la suspensión de un título de obra ya consumado excede de los 
márgenes legales del art. 130 de la LRJCA.  
 

III.Infracción del art. 130 de la LRJCA por indebida 
ponderación del interés público prevalente. El Auto recurrido 
vulnera el art. 130 de la LRJCA al omitir una valoración 
ponderada y circunstanciada de los intereses en conflicto, 
minusvalorando el interés público superior que ostenta el 



    

 

despliegue de las energías renovables. Dicha consideración 
prioritaria viene expresamente consagrada en el Reglamento 
(UE) 2022/2577, en el art. 16 septies de la Directiva (UE) 
2023/2413 -de directo cumplimiento- y en los arts. 34 a 37 de 
la Ley Gallega 10/2.023. La declaración legal de interés 
público superior de las infraestructuras de evacuación eólica 
debió prevalecer en el juicio de ponderación. Al anteponer un 
riesgo ambiental no acreditado sobre una instalación con DIA 
favorable, el Tribunal cercenó el mandato normativo europeo y 
autonómico orientado a la transición energética.  
 

IV.Insuficiencia probatoria del periculum in mora e 
indebida valoración del daño ambiental. La apreciación del 
peligro por mora procesal carece de la necesaria base 
probatoria e incurre en una fundamentación deficiente e 
inconsistente con el expediente. La Sala atribuye el riesgo al 
movimiento de aerogeneradores -elemento ajeno a la línea de 
evacuación tramitada-, y presupone un daño irreparable por la 
mera puesta en marcha en tensión o por la ubicación cercana a 
zonas protegidas, contradiciendo frontalmente las conclusiones 
de la DIA y de los informes técnicos de Patrimonio Natural y 
Aguas de Galicia. Además, el Auto desnaturaliza el Programa de 
Vigilancia Ambiental y las medidas protectoras y correctoras 
impuestas (como los salvapájaros del RD 1432/2.008), 
tachándolos erróneamente de meros mecanismos inocuos. El 
Tribunal sustituye el criterio técnico especializado por una 
valoración subjetiva para presumir un daño que la evaluación 
ambiental descartó.  

 
Por su parte, la representación de Fergo Galicia Vento-

Alfoz, S.L.U. presenta un escrito de recurso que sigue una 
línea sustancialmente similar al de la Administración 
autonómica. Adiciona una censura a esta Sección 3ª, por 
incurrir en un supuesto exceso de motivación, al incluir 
argumentos no alegados por los ecologistas y exige de forma 
subsidiaria, que, si se mantuviese la parálisis de la 
infraestructura, se imponga obligatoriamente una caución 
económica proporcional al presupuesto de la obra para cubrir 
los daños producidos.  

 
La asociación ecologista impugna los recursos de 

reposición. Defiende la competencia de la Sección 3ª del 
TSJGAL para resolver el caso, ya que la resolución recurrida 
versa sobre la autorización de una línea de alta tensión (LAT) 
de evacuación eólica y no sobre un acto ambiental. Sostiene la 
prevalencia del interés público ambiental frente a los 
intereses económicos privados, advirtiendo de daños 
irreversibles en la Red Natura 2000 y la Reserva de la 
Biosfera Terras do Miño. Asimismo, denuncia el fraccionamiento 



 

 

artificioso de un macroparque eólico único en varios proyectos 
menores para eludir una evaluación ambiental ordinaria global. 
Por último, rechaza la exigencia de prestar una caución, 
recordando su carácter potestativo. Imponer dicha fianza a una 
entidad sin ánimo de lucro vulneraría la tutela judicial 
efectiva cuando se actúa en defensa de intereses colectivos y 
de la protección del medio ambiente.  

 
 

SEGUNDO.- Respuesta de la Sala.  
 

 
No procede acoger la tacha de infracción del juez 

ordinario predeterminad por la Ley al asignarse/repartirse el 
caso a esta Sección 3ª. Las partes recurrentes ni siquiera 
precisan de qué modo el reparto de este asunto vulnera dicha 
garantía constitucional, limitándose a formular una queja 
abstracta. Además, esta Sala no ha recibido orden ni 
indicación por los cauces procesales oportunos de la 
Presidencia de la Sala -de quien dependemos jerárquicamente a 
efectos de reparto-, que sugiera que estamos invadiendo 
competencias de la Sección 2ª, pues de ser así habríamos 
remitido las actuaciones de inmediato.  

 
Se desestima igualmente el segundo motivo relativo a la 

pretendida pérdida sobrevenida del objeto procesal por estar 
ya construida la infraestructura. La parte recurrente no 
aporta un solo Auto del TS que afirme resolver un caso 
idéntico ni demuestra que la mera terminación física de la 
obra, deje sin contenido el pleito. Nos remitimos íntegramente 
a lo razonado en el Auto recurrido: el objeto del 
procedimiento permanece inalterado porque subsiste el interés 
legítimo en pronunciarse sobre la legalidad de la autorización 
e impedir su puesta en marcha, el interés medioambiental 
legitima la actuación preventiva en defensa del medioambiente 
sin que esta Sección se haya confundido de acto 
administrativo. No se sostiene que la finalización de las 
obras consuma la pretensión cautelar ni que diluya el interés 
de la parte demandante. La infraestructura puede estar 
materialmente alzada, pero la ejecutividad de las obras no 
convalida sus posibles vicios de origen, por lo que el objeto 
subsiste plenamente y se desplaza hacia la contención del 
impacto operativo.  

 
Admitir que la mera terminación de la obra produce la 

pérdida de objeto supondría consagrar la “política de hechos 
consumados”, permitiendo que promotoras o Administraciones 
eviten el control judicial acelerando la ejecución de los 
trabajos. Y es que, debemos reiterar con insistencia, que 









